TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITRO JUDICIAL 

SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos
Pereira, julio veintiséis (26) de dos mil dieciséis (2016) 
Acta No. 351 del 26 de julio de 2016
Expediente 66400-31-89-001-2012-00176-03
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la señora Ana Milena Suárez Hincapié, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 18 de junio de 2014, en el proceso ordinario que aquella promovió contra los señores Julio Eduardo, Mercedes Rosa y Martha Alicia Cano Bedoya.

A N T E C E D E N T E S 

1.- Con la acción instaurada pretende la demandante se declare: a) que tiene derecho a recoger la herencia que le corresponde en la sucesión testada de la causante Virginia Bedoya Viuda de López; b) se declaren ineficaces los actos de partición y adjudicación que se hicieron en aquel proceso; c) se ordene a los demandados reintegrarle los frutos que a voluntad de la testadora le corresponden; también los intereses moratorios y la mitad de los dineros producto de los cánones de arrendamiento del local comercial de que están en posesión; d) se disponga la inscripción del fallo en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y e) se condene en costas a los demandados.
2.- Los hechos en que fundamentan esas pretensiones pueden resumirse así:

2.1.- La señora Virginia Bedoya de López plasmó su testamento abierto mediante escritura pública No. 3.867 del 2 de diciembre de 1985, otorgada en la Notaría Primera del Círculo de Pereira.

2.2. En tal acto, instituyó a los señores Luis Alberto Cano Muñoz y María Edilma Bedoya de Cano como herederos universales de sus bienes respecto de la casa de habitación y de un local ubicado en la calle 5ª No. 4-41; también dispuso que el usufructo o cánones de arrendamiento que produjera el local serían para el señor Gildardo Suárez Bedoya; que en caso de fallecimiento del último, el usufructo pasaría, la mitad para Ana Milena Suárez Hincapié y la otra mitad para Martha Alicia Cano Bedoya y Mercedes Rosa Cano Bedoya. Además designó como albacea con tenencia y administración al señor Luis Alberto Cano Muñoz.
2.3 Los señores Luis Alberto Cano Muñoz y María Edilma Bedoya de Cano, fallecieron en su orden los días 10 de mayo de 2000 y 27 de marzo de 1998; la testadora el 17 de junio de 2002.

2.4 Los demandados son hijos de los dos primeros, quienes heredan por transmisión los bienes que había legado a sus padres la señora Virginia Bedoya de López.
2.5 El señor Gildardo Suárez Bedoya falleció el 8 de mayo de 1995 y le sobrevive su hija, la aquí demandante, a quien como lo dispuso la testadora, pasaría la mitad del usufructo o cánones de arrendamiento del local comercial.
2.6 En el proceso de sucesión de la testadora, que se adelantó en la Notaría Única de La Virginia, solo intervinieron los demandados y se olvidó ejecutar las disposiciones de la difunta con respecto a la demandante.

2.7 El local comercial a que se refiere, en el que funciona el “Bar Tamaca”, lo ocupa desde hace veinticinco años el señor Teodoro López Loaiza, quien cancela a los demandados $1.601.500 por concepto de arrendamiento.
2.8 Por último se describió el inmueble en cabeza de la causante, identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-147371 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, ubicado en la carrera 4ª Nos. 7-49-51-55 del municipio de La Virginia
3.- En proveído del 21 de agosto de 2012 se admitió la demanda. Posteriormente se ordenó su inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria que se acaba de citar y se decretó el embargo de los cánones de arrendamiento que produce el local que se encuentra en el primer piso del inmueble ubicado en la carrera 8ª No. 7-51; esta última medida fue posteriormente levantada, con motivo del recurso de apelación que frente a esa decisión interpusieron los demandados.
4.- Estos, trabada la relación jurídica procesal, por medio de apoderado común, dieron respuesta al libelo. Aceptaron parcialmente los hechos de la demanda; se opusieron a las pretensiones y como excepciones de fondo formularon las que denominaron falta de causa para demandar la acción de petición de herencia o falta de legitimación en la causa en la demandante por no tener la calidad de heredera, y prescripción extintiva de la acción.

5.- Descorrido el traslado de tales excepciones, sin ningún resultado práctico se realizó la audiencia que prevé el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil. Posteriormente se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que solo aprovecharon los demandados.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 18 de junio de 2014. En ella, la señora Jueza Promiscuo del Circuito de La Virginia declaró probada la excepción de falta de causa para demandar la acción de petición de herencia o falta de legitimación en la causa para actuar en este proceso como demandante en la acción de petición de herencia por no tener la calidad de heredera y la condenó a pagar las costas causadas. 
Para decidir así, consideró que ni la actora, ni su padre Gildardo Suárez Bedoya, son herederos de la señora Virginia Bedoya Viuda de López; son asignatarios o legatarios y como de acuerdo con el artículo 1321 del Código Civil, la acción de petición de herencia debe promoverla el heredero contra el que con tal calidad la ocupe, carece la demandante de legitimación para actuar y fue errada “la orientación jurídica que desde el inicio de este proceso se le dio al mismo”.
En cuanto a la prescripción alegada por los demandados, dijo que la ley 791 de 2002 entró en vigencia el 27 de diciembre del mismo año, sin que pueda aplicarse de manera retroactiva, lo que significa que las posesiones que se venían ejerciendo antes, “estaban bajo el amparo de la normatividad anterior sobre prescripciones ordinarias, extraordinarias y especiales”, para este caso, de la ley 50 de 1936. Agregó que para la fecha en que se formuló la demanda, el 10 de agosto de 2012, no se habían cumplido los diez años de prescripción aplicables al caso “con la correspondencia de la ley 791 de 2002”, que redujo la prescripción extraordinaria de veinte años a diez. Por tanto, aduce, son aplicables los artículos 2512 y 2535 del Código Civil. 

Luego explica que los herederos de la causante no adquirieron los bienes objeto del proceso de sucesión por prescripción, sino por sucesión; que la ley 791  de 2002 modificó el artículo 1326 del Código Civil y dijo que la acción de petición de herencia expira en diez años; la parte demandada mencionó tangencialmente la prescripción del derecho por el paso de cinco años, de acuerdo con el artículo 12 de la citada ley, “Sin embargo, por tratarse de un asunto que debe ventilarse por distinta acción, no puede haber pronunciamiento de fondo sobre la excepción de prescripción”.
RECURSO DE APELACIÓN

Inconforme con el fallo la demandante lo impugnó. El apoderado que la representa adujo que las pretensiones de la demanda se circunscriben de manera inequívoca a obtener que los demandados reintegren a la actora los frutos que le legó la señora Virginia Bedoya viuda de López y que produce un local comercial denominado Bar Tamacá, el que ocupa como arrendatario el señor Teodoro López Loaiza, derechos que para ella surgieron con la muerte de la testadora, a partir del 8 de mayo de 1985; los hechos de la demanda fueron casi todos aceptados por los demandados, de manera que solo hay discrepancia en los identificados con los números 11 y 13, en cuanto a la acción ejercida y la prescripción.

Es evidente, dice, que las partes admiten que la esencia de lo perseguido es obtener el reintegro de los frutos de los que dispuso la testadora y por ello, con fundamento en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, según la cual la interpretación de la demanda debe hacerse en conjunto, solicita se revoque el fallo apelado y en consecuencia, se imponga el reconocimiento de los frutos que los demandados deben entregar a la actora. 
C O N S I D E R A C I O N E S

1.- Los presupuestos procesales para proferir sentencia de mérito se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2.- En el encabezado de la demanda, adujo el apoderado de la actora que ejercía la acción de petición de herencia. 
Sobre esa especial acción, consagrada en el artículo 1321 del Código Civil, ha dicho la Corte Suprema de Justicia: “Que es acción que sólo corresponde al heredero lo tiene suficientemente definido la jurisprudencia, como que en muchas oportunidades ha expresado que “es la que confiere la ley al heredero de mejor derecho para reclamar los bienes de la herencia ocupados por otra persona, que también alega título de heredero. Es, pues, una controversia en que se ventila entre el demandante y el demandado a cuál de ellos le corresponde en todo o en más parte el título de legítimo sucesor del causante en calidad de heredero, y, de consiguiente, la universalidad de los bienes herenciales o una parte alícuota sobre estos. Por consiguiente, la cuestión de dominio de los bienes en esta acción es consecuencial y enteramente dependiente de la cuestión principal que allí se discute sobre la calidad de heredero” (XLIX, 229; LXXIV, 19). Hase dicho, en trasunto, que “es la calidad de heredero en que se apoya el demandante, controvertida por el demandado heredero, lo que constituye la cuestión principal de esta especie de acción” (LII, 660)…”
 
A la luz de la anterior jurisprudencia, por medio de la acción de petición de herencia se debe debatir la calidad de heredero del demandante y la de los ocupantes de la herencia con esa misma calidad por parte de los demandados.

De acuerdo con el artículo 1011 del Código Civil, las asignaciones a título universal se llaman herencias, y las asignaciones a título singular, legados. El asignatario de herencia se llama heredero, y el de legado, legatario. Y de conformidad con los artículos 1155 y 1162 de la misma obra, la calificación como herencia o como legado de una asignación, no depende de la denominación que le haya dado el causante o de la que haga su beneficiario, sino de la manera como este fue llamado a suceder.

En el caso bajo estudio, la señora Virginia Bedoya de López, al otorgar su memoria testamentaria, contenida en la escritura pública No. 3867 del 2 de diciembre de 1985, suscrita en la Notaría   Primera del Circulo de Pereira, plasmó que instituía como herederos universales de sus bienes: “La casa de habitación y el local, ubicados en la calle 5ª No. 4-41”, a los señores María Edilma Bedoya de Cano y a Luis Alberto Cano Muñoz. “El usufructo o cánones de arrendamiento que produzca únicamente el local comercial, será para el señor GILDARDO SUAREZ (sic) BEDOYA” y de fallecer este, pasará la mitad de tal usufructo a la señora Ana Milena Suárez Hincapié; la otra mitad a Alicia y Mercedes Rosa Cano Bedoya
.

A pesar entonces de que la testadora dijo instituir herederos universales, lo que hizo fue constituir legados de acuerdo con las normas atrás citadas, pues dejó asignaciones a título singular a las personas a que se refiere su memoria testamentaria.

Lo anterior indica que no se está frente a una acción de petición de herencia, pues la demandante tampoco ha invocado ser heredera de la causante Bedoya de López, ni rotuló así a los demandados.

3.- Es menester destacar la importancia que tiene la demanda con la que se da inicio a un proceso, no solo porque quien la promueve fija uno de los extremos sobre los que ha de pronunciarse el juez, sino además porque de ese escrito depende el efectivo ejercicio del derecho a la defensa del demandado, que solo está llamado a resistir las pretensiones que en su contra se hayan formulado y a responder por los hechos que le sirven de sustento.

El artículo 304 del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando se formuló la acción y se interpuso el recurso que ahora se resuelve, reafirma esa trascendencia al imponer al juez el deber de decidir de manera expresa y clara sobre cada una de las pretensiones; también el 305 de la misma obra, al establecer que la sentencia debe estar en consonancia con los hechos y pretensiones aducidos en la demanda.

Como ya se expresara, en el encabezado de la demanda, indicó el apoderado de la actora que se trataba de una sobre petición de herencia; lo mismo en la introducción de ese escrito, en que concretamente se dijo que en ejercicio del poder otorgado, “presento con todo respeto proceso ordinario de Petición (sic) de herencia” y en las pretensiones, como también se dejó consignado en los antecedentes de esta providencia, se solicitó declarar que la citada señora “tiene derecho a recoger la herencia que le corresponde”, en la sucesión de la señora Virginia Bedoya viuda de López; se le integre al respectivo proceso de sucesión y se declaren  ineficaces los actos de partición y adjudicación que en él se hicieron a los demandados, solicitudes todas propias de la acción que dijo ejercer el abogado que representa a la demandante. Entre los fundamentos de derecho se invocó el artículo 1321 del Código Civil que regula esa clase de asunto y el poder lo otorgó la citada señora con el mismo fin.

Y fue con fundamento en circunstancias como esas que la parte demandada propuso la excepción de falta de legitimación en la demandante para actuar en este proceso como heredera, calidad de la que dijo carece, pues es una simple legataria de acuerdo con el artículo 1162 del Código Civil y por tanto, la acción que propuso  resulta improcedente.
4.- Y ante la claridad de la demanda, no puede interpretarse para encontrar en ella pretensiones que no fueron sometidas a la decisión del juez, concretamente para ordenar a los demandados entregar a la demandante el legado que le dejó la testadora, como lo propone el apoderado que la representa en los alegatos que formuló en esta sede. 
Hacerlo, sería sustituir la explícita voluntad de la parte actora,  desconocer el principio de congruencia que prevé el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil; también el debido proceso a los demandados que consagra el artículo 29 de la Constitución Nacional, al desatar la cuestión respecto de peticiones sobre las que no tuvieron la oportunidad de defenderse. Al respecto, ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“La demanda que inaugura el proceso civil es la pieza fundamental del debate, pues no sólo marca el norte de la actividad judicial, sino que además limita el poder y la competencia del juez, que como es sabido, no puede abandonar los confines que traza el demandante al formular sus pretensiones y los supuestos fácticos que les sirven de apoyo. Por ello, se ha definido en el artículo 305 del C. de P. C. que hay vicio de actividad si la sentencia no refleja fielmente lo que se planteó en la demanda, en particular cuando el fallo desborda los lindes de las pretensiones, incorpora antojadizamente otras, deja de resolver las propuestas o sustituye a su capricho los hechos invocados por el demandante. El fundamento constitucional para proscribir el yerro de incongruencia es el derecho de defensa, en tanto la novedad que intempestivamente incorpora el juez al debate, justamente en el epílogo del proceso, inhibe la controversia, anula las posibilidades de réplica y contradicción, y sin lugar a dudas menoscaba el derecho a probar (…) Por todo ello, ha repetido la jurisprudencia de esta Corte que el principio de la consonancia está encaminado a que la sentencia guarde armonía con el thema decidendum adscrito a los hechos y a las pretensiones aducidas en la demanda, así como en las demás oportunidades que el Código de Procedimiento Civil consagra, y a las excepciones que hubieren sido alegadas y probadas o que debidamente acreditadas, puedan reconocerse de oficio. Por todas, en sentencia de 1º de agosto de 2001 dijo la Corporación: ‘entre las múltiples y muy heterogéneas razones que podrían argüirse para explicar la necesidad de que el juez no se desentienda de los límites plasmados por el demandante en la demanda, habría que destacar una que, por estar entrañablemente ligada con los derechos fundamentales del demandado, cobra sin igual importancia, cual es la de no sacrificar su derecho de defensa y contradicción, el cual sufriría evidente mengua ante un vasto e incalculable poder hermenéutico del juez, ya que difícilmente podría el demandado vislumbrar el sentido que, a la postre, aquél le diese a dicho libelo, con el obvio estrago que ello le causa para efectos de orientar su posición ante las reclamaciones que se le oponen (…) Quiérese significar, entonces, que la interpretación de la demanda es una labor racional del juzgador, encaminada a elucidar el genuino querer del demandante que está ahí, implícito en el libelo, y que no se muestra claro o coherente, pero en modo alguno, so pretexto de interpretar lo que es obvio, puede el fallador darle un alcance distinto a la misma, o hacerle decir lo que objetivamente no dice, o, en resumidas cuentas, alterar ostensiblemente su contenido, aún por motivos que el intérprete considere justos o valederos; por supuesto que, insístese, la tarea de comprender la demanda no significa prescindir de su contenido, de modo que el juzgador, sustituyendo al actor, vea en ella lo que, a su guisa, debió éste pedir o invocar en sustento de su petición, sino, por el contrario, la de realizar un detenido examen del texto y el contexto de la misma para revelar lo que en ella se alegó, ambigua o confusamente, pero que, en todo caso, se adujo (Sent. Cas. Civ., Exp. No. 5875) (…)’” (CSJ, SC 20 ago. 2013, Rad. 2003-00716-01)…”

5.- En consecuencia, como de manera clara se intentó una demanda de petición de herencia, la que como se ha explicado solo puede promover el heredero para reclamar los bienes de la herencia ocupados por otra persona con igual calidad, y en este caso ninguna de las partes ostenta esa condición respecto de la testadora Virginia Bedoya de López, las pretensiones de la demanda estaban llamadas al fracaso por falta de legitimación en la causa por activa y por pasiva.

CONCLUSIONES Y JUSTO TÍTULODECISIÓN 

De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el fallo que se revisa, el que será adicionado, para levantar la medida previa decretada y que se halla vigente.
La actora deberá cancelar las costas causadas en esta instancia, a favor de la parte demandada. No se fijarán las agencias en derecho, porque la mayoría de la Sala considera que debe aplicarse le Código General de Proceso, que no manda ya proceder en tal forma.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

1º CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 18 de junio de 2014, en el proceso ordinario propuesto por Ana Milena Suárez Hincapié contra los señores Julio Eduardo, Mercedes Rosa y Martha Alicia Cano Bedoya. 
2º ADICIONAR el referido fallo, para ordenar la cancelación de la medida previa de inscripción de la demanda que afecta el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-147371 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira. Líbrese por el juzgado de primera sede, el oficio respectivo.

3º Costas en esta instancia a cargo de la demandante, a favor de los demandados.
Notifíquese,  

Los Magistrados,                       
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
(con salvamento parcial de voto)
DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Pereira, Julio 27 de 2016

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Magistrado Ponente
: Claudia María Arcila Ríos

Expediente No.
        
: 66400-31-89-001-2012-00176-03
Proceso          

: Ordinario

Demandante  
      
: Ana Milena Suárez Hincapié
Demandados            
: Julio Eduardo Cano Bedoya y otros

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en esta misma fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con la no fijación de agencias en derecho, con motivo de la condena en costas que se impuso a la demandante.

A mi juicio, han debido tasarse porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la sentencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice:

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, como no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado, han debido establecerse las agencias en derecho en aquella providencia; además liquidarse y aprobarse las costas en esta sede, de acuerdo con los argumentos planteadas y tal como lo ha venido haciendo la Corte Suprema de Justicia, en providencias dictadas este año, en las que impuso condena en costas y ordenó además que fueran liquidadas por la Secretaria
.

Claudia María Arcila Ríos

Magistrada
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